
JUZGADO DE LO PENAL NÚMERO 19 DE VALENCIA

Procedimiento: JUICIO ORAL 44/2021

SENTENCIA  

En Valencia, a 16 de julio de 2021

Vistos por mí, Gonzalo Barra Plá, Magistrado del Juzgado de lo Penal número 19
de  Valencia,  el  Juicio  Oral  número  44/2021  de  este  Juzgado,  dimanante  del
Procedimiento  Abreviado nº  938/2019 del  Juzgado de  Instrucción nº  18  de  Valencia,
seguido  por  UN  DELITO  DE  DISCRIMINACIÓN,  UN  DELITO  DE
DESÓRDENES PÚBLICOS, UN DELITO DE COACCIONES y UN DELITO DE
DAÑOS contra los acusados AAA, con D.N.I. nº NUM, nacida en Valencia (Valencia) el
XX/XX/1995, hija de -- y --, domiciliada en Valencia (Valencia), sin antecedentes penales
y en libertad provisional por esta causa, representada por la Procuradora Mónica Hidalgo
Cubero y asistida por la Letrada María Josep Martínez Cledera;  BBB,  con D.N.I. nº
NUM, nacido en Valencia (Valencia) el XX/XX/1996, hijo de –- y –-, domiciliado en
Valencia (Valencia), sin antecedentes penales y en libertad provisional por esta causa,
representado por la Procuradora Mónica Hidalgo Cubero y asistido por la Letrada Mercé
Teodoro  Peris  (actuando  en  el  Juicio  Oral  en  su  sustitución  la  Letrada  María  Josep
Martínez  Cledera);  y  CCC,  con  D.N.I.  nº  NUM,  nacida  en  Valencia  (Valencia)  el
XX/XX/1994, hija de –- y –-, domiciliada en Chiva (Valencia), sin antecedentes penales y
en libertad provisional por esta causa, representada por la Procuradora Mónica Hidalgo
Cubero  y  asistida  por  la  Letrada  María  Josep  Martínez  Cledera;  actuando  como
ACUSACIÓN PARTICULAR la  ASOCIACIÓN HAZTEOIR.ORG, representada por
el Procurador Francisco Cerrillo Ruesta y asistida por el  Letrado Javier María Pérez-
Roldán Suanzes-Carpena; con intervención del MINISTERIO FISCAL en la persona de
Alfonso Villalonga.

ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO- Recibido en este Juzgado el Procedimiento Abreviado nº 938/2019

del  Juzgado  de  Instrucción  nº  18  de  Valencia,  se  formó  el  presente  Juicio  Oral  n.º
44/2021,  dictándose  Auto  en  fecha  28  de  abril  de  2021  admitiéndose  las  pruebas
propuestas por las partes y convocándose a las mismas a Juicio Oral, señalándose para su
celebración el día 8 de julio de 2021.

SEGUNDO.- Celebrado el Juicio Oral en fecha 8 de julio de 2021 con asistencia
de todas las partes.

Por la defensa de los acusados, en el trámite de cuestiones previas, se solicitó que
se concretara quién formaba parte de la Acusación Particular, toda vez que en el escrito
de acusación presentado se identificaba como integrantes de la Acusación Particular a la



Asociación  HazteOir.org,  y  además  a  las  personas  físicas  DDD,  EEE y  FFF.  Previo
traslado al resto de partes, con el resultado que consta en la grabación del juicio, y tras un
detenido análisis de la tramitación seguida al respecto en fase de instrucción se resolvió
que la cuestión suscitada por la defensa como cuestión previa ya había sido expresamente
resuelta por el Juzgado de Instrucción en su Providencia de 11 de julio de 2019 (folio 94)
en  la  que  expresamente  identificaba  como  acusación  particular  únicamente  a  la
asociación  “HazteOir.org”  e  indicando  expresamente  que  la  persona  física  allí
mencionada  no  podía  comparecer  como  acusación  particular  al  no  haber  sido
personalmente perjudicada. Dicho pronunciamiento (esto es, que la acusación particular
estaba  integrada  únicamente  por  la  asociación  “HazteOir.org”)  se  corrobora  en  la
Diligencia  de Ordenación de 20 de  septiembre  de  2019 (folio  108)  y  en  el  Auto  de
apertura de Juicio Oral de 13 de octubre de 2020 (folio 154). Por lo que se concreta que,
tal  como  ya  se  resolvió  por  el  Juzgado  de  Instrucción,  la  acusación  particular  está
integrada únicamente por la asociación “HazteOir.org”. Pronunciamiento que no afecta a
ninguna de las pruebas propuestas por la acusación particular en su escrito.

En el  mismo trámite  de  cuestiones  previas  por  la  defensa  de los  acusados  se
solicitó que, en cuanto al orden de práctica de la prueba, el interrogatorio de los acusados
se practique al final del Juicio, tras la práctica del resto de pruebas. Previo traslado al
resto de partes, que nada objetaron, y como ya se ha resuelto en otras ocasiones por quien
suscribe, se accedió a lo solicitado. 

Habida cuenta que en el escrito de acusación presentado por el Ministerio Fiscal
solo se acusaba por delito leve de daños, se decidió que el primer turno de intervención
durante la práctica de la prueba correspondiera a la Acusación Particular 

Durante la práctica de la prueba se procedió al visionado íntegro de todos los
videos incluidos en el USB obrante en las actuaciones (folio 57). Tras dicho visionado las
partes  no  consideraron necesario  proceder  al  visionado  del  CD obrante  al  folio  131,
dándolo por reproducido. Siendo el mismo visto por quien suscribe antes del dictado de
la presente sentencia. 

Practicada  la  prueba,  por  la  acusación  particular,  modificando  el  escrito  de
acusación  presentado  (en  el  sentido  de  adicionar  una  calificación  alternativa  sin
incidencia alguna en  cuanto a la pena pedida) se solicitó la condena de los acusados: 

1.-como autores de un delito de coacciones del artículo 172.1 del Código
Penal (o subsidiariamente del artículo 172.3) “al haber impedido con violencia el derecho
fundamental de mis representados a la libre deambulación y expresión”, con concurrencia
de la circunstancia agravante del artículo 22.4ª del Código Penal (“cometer el delito por
motivos  racistas,  antisemitas  u  otra  clase  de  discriminación  referente  a  la  ideología,
religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo,
edad, orientación o identidad sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de
exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapacidad, con independencia de que
tales condiciones o circunstancias concurran efectivamente en la persona sobre la que
recaiga la conducta”) a la pena, para cada uno de los acusados, de prisión de 3 años y



multa de 24 meses (a razón de 4 euros diarios); o, subsidiariamente por coacciones del
artículo 172.3 CP, a ilta de 3 meses (a razón de 4 euros diarios); 

2.-como autores de un delito de discriminación del artículo 510.1.a) del
Código Penal (o, alternativamente, del artículo 510.2.a) del Código Penal) “por cuanto su
comportamiento  ha  sido  discriminatorio  contra  mis  representados  y  a  través  de  su
participación activa en los hechos fomentó e incitó, directa e indirectamente a otros al
odio, la hostilidad, la agresión y el odio; y todo ello simplemente por razones ideológicas,
al haber mostrado públicamente mis representados su discrepancia con algunos “dogmas”
de la ideología política de género”, sin concurrencia de circunstancias modificativas de la
responsabilidad criminal, a la pena, para cada uno de los acusados, de prisión de 2 años y
multa de 10 meses (a razón de 4 euros diarios); 

3.-como autores de un delito de desórdenes públicos del artículo 557.1 del
Código Penal, “habiendo participado en una manifestación no autorizada que impidió a
los querellantes el  ejercicio de sus  derechos fundamentales  a la  deambulación y a la
expresión, y en la que se ejerció la violencia contra los mismos; y todo ello en el marco
de un delito de odio claro solo por las discrepancias ideológicas”, con concurrencia de la
circunstancia  agravante  del  artículo  22.4ª  del  Código  Penal  (“cometer  el  delito  por
motivos  racistas,  antisemitas  u  otra  clase  de  discriminación  referente  a  la  ideología,
religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo,
edad, orientación o identidad sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de
exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapacidad, con independencia de que
tales condiciones o circunstancias concurran efectivamente en la persona sobre la que
recaiga la conducta”) a la pena, para cada uno de los acusados, de prisión de 3 años; 

4.-como autores de un delito de daños del artículo 263.1 del Código Penal,
con  concurrencia  de  la  circunstancia  agravante  del  artículo  22.4ª  del  Código  Penal
(“cometer  el  delito  por  motivos  racistas,  antisemitas  u  otra  clase  de  discriminación
referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que
pertenezca, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de género, razones de género,
de aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapacidad, con
independencia de que tales condiciones o circunstancias concurran efectivamente en la
persona sobre la que recaiga la conducta”) a la pena, para cada uno de los acusados, de
multa de 3 meses (a razón de 4 euros diarios)

5.-así  como al  pago de  las  costas  solidariamente,  incluidas  las  de  esta
acusación particular, y a que en concepto de responsabilidad indemnicen solidariamente a
HazteOir.org, a EEE, y a FFF, por daños morales, la cantidad de 2.000,00 € para cada uno
de ellos. 

Por el Ministerio Fiscal, ratificando su escrito de acusación, se solicitó la condena
de los acusados como autores de un delito leve de daños del artículo 263.1 párrafo 2º del
Código Penal,  sin  concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  la  responsabilidad
criminal, a la pena, para cada uno de los acusados, de multa de 2 meses con cuota diaria
de 10 euros con la responsabilidad personal subsidiaria en caso de impago establecida en



el  artículo  53 del  Código Penal.  Así  como al  pago de  las  costas  y  a  que  en  vía  de
responsabilidad  civil  indemnicen  conjunta  y  solidariamente  a  la  asociación
“HazteOir.org” en la cantidad de 423,50 € por los daños causados y el IVA soportado e
intereses legales. 

Por  la  defensa  de  los  acusados  se  instó  el  dictado  de  sentencia  absolutoria,
interesando que la Acusación Particular sea condenada al pago de las costas. 

TERCERO.- En la tramitación del presente procedimiento se han observado las
prescripciones legales.

HECHOS PROBADOS
El  día  5  de  marzo  llegó  a  Valencia  el  autobús  utilizado  por  la  asociación

“HazteOir”  en  el  marco  de  una  campaña  de  concienciación  emprendida  por  dicha
asociación en aras a la derogación de las leyes de violencia de género. 

Dicho autobús estaba completamente laminado por  un total  de diez piezas  de
vinilo que se juntaban a modo de puzzle formando los textos e imágenes siguientes: 

-en la parte central de los dos laterales del autobús los vinilos pegados en
el  autobús  formaban  el  siguiente  texto:  “No  es  violencia  de  género.  Es  violencia
doméstica. Las leyes de género discriminan al hombre. Casado, Rivera, Abascal, derogad
las leyes de género”; 

-en la  parte  lateral  trasera del  autobús constaba en su zona superior  la
silueta del busto de una persona con la cabeza tapada por otro vinilo completamente azul
(pero que, aun en tales circunstancias, se adivinaba que dicho busto correspondía a una
figura fácilmente reconocible como Adolf Hitler); 

-en  la  parte  lateral  trasera  del  autobús,  justo  debajo  del  busto  antes
reseñado, constaba el hashtag “StopFeminazis”; 

-y en la parte trasera del autobús, aparece la silueta representativa de un
niño y una niña con la mención debajo de dichas siluetas: “HO HazteOir.org. Víctimas de
la ideología de género”. 

El referido autobús fue parado por la Policía Local de Valencia en la calle Des
Corts,  junto  al  Palacio  de  Congresos,  a  fin  de  efectuar  una  inspección  técnico
administrativa, que finalmente constató que incumplía la Instrucción Técnica 1992/2010
sobre laminado de vehículos, lo que motivó que el autobús fuera inmovilizado. 

Tras  ser  parado  el  autobús  por  la  Policía  Local,  y  mientras  los  agentes
comenzaban la inspección técnica del mismo, a la calle Des Corts fueron llegando en
breve lapso de tiempo dos portavoces de la asociación HazteOír,  un buen número de
periodistas, e igualmente un número no muy numeroso de personas, no superior a treinta
personas. Entre esas personas que llegaron lo hicieron, por separado y cada uno por su
cuenta, BBB (quien acudió portando  una bandera LGTBI en cuyo anterior había un lema
en alemán “Antifaschistische Aktion” -“Acción Antifascista”-), AAA y CCC. Ninguno de
los tres acusados se conocía previamente, ni habían quedado para acudir juntos a la calle
DesCorts tras enterarse de la presencia allí del autobús.



Seguidamente, y mientras los organizadores del evento atendían a los numerosos
periodistas  presentes  en el  lugar,  los  mismos repartiendo entre  la  gente  unos folletos
informativos en los que se hacía una comparación entre el feminismo y el nazismo, con el
título “¿Feminismo o Feminazismo?”. 

Tras el reparto de esos folletos, la gente allí congregada fue más vehemente en la
exteriorización de su rechazo a la campaña efectuada por la asociación HazteOir. Así, la
multitud  comenzó  a  proferir  expresiones  tales  como  “vosotros  fascistas,  sois  los
terroristas”,  “fora  feixistes  del  nostre  barri”,  “machistas”,  “fascistas”;  a  la  vez  que
rompían los folletos previamente repartidos. En ese contexto se lanzaron en dirección a
los organizadores del evento varias naranjas (en escaso número) sin que haya podido
identificarse a ninguna de las personas que lanzaron las naranjas. 

En un momento dado, las acusadas AAA y CCC (junto a una tercera mujer no
identificada) arrancaron parte del vinilo ubicado en la parte lateral trasera derecha inferior
(la  zona  ubicada  bajo  el  busto  de  Adolf  Hitler  y  en  la  que  constaba  el  hashtag
StopFeminazis). 

Por su parte,  el  acusado  BBB permaneció  junto a  los  portavoces de HazteOír
mientras éstos hablaban con los medios periodísticos allí congregados. BBB se limitó a
quedarse allí delante de las cámaras con la evidente intención de que la bandera LGTBI
que portaba (y que colocaba delante de su persona de modo que  a él no se le viera, esto
es,  que  solo  se  viera  dicha  bandera)  apareciera  en  las  imágenes  que  grababan  las
televisiones  al  recoger  las  declaraciones  de  los  organizadores  del  evento.  Durante  la
intervención de los portavoces de HazteOír, BBB, al menos en dos ocasiones mostró su
rostro para rebatir cara a cara lo que acababa de indicar el portavoz. 

Igualmente, en el momento en el que el autobús se iba ya del lugar en dirección al
depósito de la Policía Local, BBB se aproximó al mismo y arrancó parte del vinilo de la
parte central inferior derecha del autobús, siendo de inmediato apartado por un agente de
la Policía Local, sin duda por el peligro que había para su integridad física al haberse
puesto en marcha el autobús.

Los daños causados por AAA y CCC al autobús se cuantifican en la suma total de
29 €. Los daños causados por BBB al autobús se cuantifican en la suma total de 29 €. 

Dicha  acción  no  ha  ocasionado  ningún  perjuicio  económico  a  la  asociación
HazteOír  pues  precisamente  por  la  infracción  grave  cometida  por  vulneración  de  la
Instrucción  Técnica  1992/2010  sobre  laminado  de  vehículos,  el  vehículo  fue
inmovilizado  por  la  Policía  Local,  de  modo  que  para  levantar  dicha  inmovilización
HazteOír tuvo que retirar completamente todo el vinilado con que contaba dicho autobús.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO-  Con carácter  previo debe indicarse que durante la  práctica de la



prueba, en concreto durante el interrogatorio de los acusados practicado en el Juicio Oral,
todos los acusados indicaron que únicamente responderían a las preguntas de su letrada,
negándose así a contestar a las preguntas de la Acusación Particular, lo que motivó que el
Letrado de la Acusación Particular solicitara que se dejara constancia de las preguntas
que  pretendía  formular  a  cada  uno  de  los  acusados,  solicitud  que  fue  rechazada.
Formulándose protesta por la Letrada de la Acusación Particular. 

Dicho rechazo se fundamenta en la interpretación jurisprudencial del derecho del
acusado  a  guardar  silencio  como  un  acto  neutro  al  que  no  pueden  anudarse  efectos
negativos  para su titular  con carácter  automático.  Por  lo  que  resulta  improcedente la
formulación de las preguntas al haber manifestado previamente el acusado que no iba a
responder a las preguntas de la Acusación Particular. 

Cabe  citar  en  este  sentido  la  Sentencia  de  la  Sala  de  lo  Penal  del  Tribunal
Supremo de 24 de abril  de 2008 (Recurso nº  1852/2007) que,  en su Fundamento de
Derecho Séptimo, señala: 

“SÉPTIMO.- Denuncia,  con amparo en el  art.  5.4 de la LOPJ, la vulneración de su
derecho a la seguridad jurídica y la arbitrariedad con afectación del art. 14 de la Constitución,
por trato discriminatorio. Concreta tan grave acusación en el hecho de que se "ha vulnerado el
derecho a realizar preguntas pertinentes a los imputados y que consten en el acta las mismas". A
continuación no subsigue un fundamento de la impugnación ni expresión de los hechos. En el
acta del juicio oral consta que los acusados se negaron, en ejercicio de su derecho a no declarar,
a  contestar  a  las  preguntas  formuladas  por  la  acusación.  El  ejercicio  de  ese  derecho
constitucional no puede ser violentado por la acusación insistiendo en sus preguntas y no es
precisa  la  documentación  de  las  preguntas  que  realiza,  sino  la  expresión  del  ejercicio  del
derecho por parte del acusado.

Contrariamente  a lo  que el  recurrente  expresa el  silencio del  acusado no puede ser
objeto de valoración por el tribunal, pues del ejercicio de un derecho constitucional no debe
subseguir un efecto negativo a su presunción de inocencia. Cuestión distinta es que el tribunal de
instancia, sobre la base de otra actividad probatoria distinta del silencio del acusado, pueda
inferir  efectos del  silencio cuando el cúmulo de actividad probatoria exiga del  acusado una
explicación de los hechos imputados”. 

En  el  mismo  sentido,  y  con  cita  expresa  de  la  anterior  Sentencia,  señala  la
Sentencia  de  la  Sección  Quinta  de  la  Audiencia  Provincial  de  Pontevedra  de  30  de
diciembre de 2013 (Recurso de apelación nº 157/2011), en su Fundamento de Derecho
Sexto: 

“SEXTO.-Se plantea también como motivo de nulidad del juicio y consecuentemente de
la sentencia, la negativa del Juez a quo a que constasen en acta las preguntas a formular a dos
acusados.

El hecho de que en ocasiones los Tribunales a quo hayan admitido la incorporación al
acta de las preguntas a formular a los acusados que se hubiesen acogido a su derecho a no
declarar, no indica que, en el caso contrario, dicha omisión sea causa de nulidad, pues se trata
sin más de una posibilidad procesal, que como tal no puede amparar un quebrantamiento de una
garantía procesal.

Sobre la cuestión planteada se ha pronunciado, en un supuesto similar,  la Audiencia
Provincial de Cádiz, en una ilustrativa sentencia de fecha 28 de septiembre de 2001 (AP de
Cádiz, Sección 7ª, sentencia núm. 37/2001 de 28 de Sep.), la cual en lo que aquí interesa dice:

"En cuanto a las preguntas previamente redactadas es de advertir que se trata de un uso



a extinguir ya que si el acusado utiliza su derecho a no declarar o a guardar silencio, si alguna
de las acusaciones o intervinientes solicita que consten en el acta del juicio, las preguntas que se
le hubieran formulado a fin de sacar las conclusiones que sean, como si éste hubiere optado por
responderle al día de la fecha tal pedimento y su admisión tuvo mucho que ver con la forma en
que antiguamente era entendida y valorada la declaración del acusado y, sobre todo, su silencio.
Así, quedando constancia de las preguntas efectuadas y no contestadas, el Tribunal enjuiciador
o,  en  caso  de  impugnación  el  superior,  incluirían  en  el  acervo  valoratorio  los  concretos
interrogantes y su falta de respuesta para deducir las correspondientes consecuencias.

Sin  embargo,  en la  actualidad,  dicha manera de  proceder debe ser  rechazada pues,
independientemente de que ninguna norma lo ampara, el acusado tiene el derecho a no declarar
y, si así lo ejercita, no ha de depararle perjuicio alguno. Carece de sentido, pues, hacer constar
en acta las preguntas si ninguna conclusión se pueda extraer de su silencio".

Al  respecto de  la  misma cuestión  nuestro Alto  Tribunal,  como no podía ser  de  otra
manera, es claro al respecto. Y así hemos de citar la sentencia TS núm. 176/2008, Sala de lo
Penal, de 24 de abril, cuando dice:

"Denuncia, con amparo en el art. 5.4 de la LOPJ, la vulneración de su derecho a la
seguridad jurídica y la arbitrariedad con afectación del art.  14 de la Constitución, por trato
discriminatorio. Concreta tan grave acusación en el hecho de que se "ha vulnerado el derecho a
realizar  preguntas  pertinentes  a  los  imputados  y  que  consten  en  el  acta  las  mismas".  A
continuación no subsigue un fundamento de la impugnación ni expresión de los hechos. En el
acta del juicio oral consta que los acusados se negaron,  en el ejercicio de su derecho a no
declarar, a contestar a las preguntas formuladas por la acusación. El ejercicio de ese derecho
constitucional no puede ser violentado por la acusación insistiendo en sus preguntas y no es
precisa  la  documentación  de  las  preguntas  que  realiza,  sino  la  expresión  del  ejercicio  del
derecho por parte del acusado.

Contrariamente  a lo  que el  recurrente  expresa el  silencio del  acusado no puede ser
objeto de valoración por el Tribunal, pues del ejercicio de un derecho constitucional no debe
subseguir un efecto negativo a su presunción de inocencia. Cuestión distinta es que el Tribunal
de instancia, sobre la base de otra actividad probatoria distinta del silencio del acusado, pueda
inferir  efectos  del  silencio cuando el  cúmulo de actividad probatoria exija  del  acusado una
explicación de los hechos imputados".

Es decir, el silencio de los acusados está configurado en nuestro ordenamiento jurídico
como un derecho de raíz constitucional (art. 24.2º CE). Se trata además de un acto jurídico, que
se produce en un contexto jurídico-procesal. Por lo que hay que recordar, que como todo acto
jurídico,  produce una consecuencia jurídica.  Esto es,  el  silencio del  acusado tiene un valor
negativo, pues no supone aceptación alguna de los hechos ni puede ser interpretado en contra de
la presunción de inocencia que le ampara (art. 24.2º CE).

La plasmación en el acta de las preguntas solo está prevista a los efectos del recurso de
casación  por  quebrantamiento  de  forma  (art.  850.1ª,  3ª  y  4ª  de  la  L.E.Crim)  frente  a  las
resoluciones del Tribunal y su finalidad no es otra que contrastar la pertinencia y/o necesidad de
la prueba denegada y/o desestimada. Por tanto, carece de toda justificación frente al silencio del
acusado derivado del ejercicio de un derecho y que no puede producir perjuicio alguno a los
acusados.  Consecuentemente,  la  formulación  de  las  preguntas  es  intrascendente,  pues  el
Tribunal no puede sacar consecuencia perjudicial alguna para los acusados de las mismas.

Otra cuestión distinta, como ya se dijo, sería el de la existencia de otras pruebas contra
el  acusado,  con las que pudiese contar el  Tribunal  para fundar su intima convicción,  como
podría ser incluso su propia declaración en la instrucción introducida en el plenario mediante
lectura (al amparo de los arts.  714 y 730 LECrim.),  al tratarse el derecho al silencio de un
derecho de ejercicio sucesivo, al que puede acogerse tantas veces sea llamado a declarar, en
cuyo caso el silencio del mismo en juicio oral podría ser considerado como una "contradicción".



 SEGUNDO.- Hechas las anteriores consideraciones previas, y analizando ya el
fondo del asunto, debe indicarse que es doctrina reiterada del Tribunal Constitucional la
de que la presunción de inocencia ocasiona, en primer lugar, un desplazamiento de la
carga de la prueba a las partes acusadoras, a quienes incumbe exclusivamente, y nunca a
la defensa, probar los hechos constitutivos de la pretensión penal, y, en segundo lugar,
dicha actividad probatoria ha de ser suficiente para generar en el Tribunal la evidencia de
la existencia no sólo de un hecho punible, sino también de la responsabilidad penal que
en él tuvo el acusado.

Bajo la anterior premisa debe ser analizada la prueba practicada en el presente
procedimiento. 

Análisis que debe comenzar por las testificales practicadas en la Vista. En el juicio
oral declararon diferentes testigos que estuvieron presentes en el  incidente enjuiciado
ocurrido el 5 de marzo de 2019. 

Así, en primer lugar se cuenta con la testifical de dos portavoces de la asociación
“HazteOir.org” que estuvieron presentes el día de los hechos. 

Declara EEE que ese día habían citado a los medios de comunicación en Valencia,
pero la Policía Local había retenido el autobús en otro lugar; que acudieron allí y al llegar
vio el autobús retenido por la policía local y una “turba” de personas, con la cara tapada;
que la policía había retenido el autobús por incumplimiento de la normativa; que la gente
les insultó, les tiró naranjas; que una naranja impactó contra una periodista de Antena 3;
que  les  increparon;  que  les  decían:  “vosotros  fascistas,  sois  los  terroristas”,  “Fora
feixistes de nostres barris” “a ver si hacemos una falla”...; que el acusado BBB llevaba
una  bandera  LGTBI  en  la  que  había  un  lema  antifascista;  que  avisaron a  la  Policía
Nacional. Preguntada quién de los hoy acusados tiró naranjas, responde que identifica a
AAA, y tiene dudas respecto a CCC. Que a la acusada AAA le vio arrancar el vinilado
del  autobús;  que las  naranjas  venían de todos sitios;  que la  acusada AAA rompió  el
vinilado,  lanzó  naranjas  y  les  insultó.  Que  la  reposición  del  vinilado  se  hizo  por  la
empresa Divisa Comunicación; que no recuerda la cantidad que les costó, que puede ser
que fuera 423,50 €; que se trata de vinilos modulares, que se monta por trozos, como un
puzzle, no es una pieza entera. Preguntada cuánta gente habría en total,  responde que
unas 20 o 30 personas, y con la cara tapada. Preguntada por los insultos en concreto que
dijeron los acusados, responde que BBB dijo “me cago en vuestros huesos”, “fascistas”,
“os llevais un recuerdo de Valencia”. Añade que el autobús venía de Barcelona; que en
Barcelona también hubo violencia y se causó algún daño al vinilo; que la declarante es
portavoz de “HazteOir.org”. Preguntada por el origen de los videos que aportaron a las
actuaciones, responde que los grabaron los medios de comunicación; que ellos también
iban con un cámara; que la gente grabó con sus móviles. Que la Policía Local se llevó el
autobús y no les dieron ningún papel. Preguntada quién quitó todo el vinilo del autobús,
responde que no sabe si fue el conductor del autobús o alguien del Ayuntamiento; que el
autobús salió del depósito sin vinilo. Preguntado cuánto vinilo resultó dañado antes de
irse  el  autobús  al  depósito,  responde  que  al  menos  una  tercera  parte  de  los  vinilos
laterales quedaron dañados. 



Declara  a  su  vez  FFF  que  ese  día  hicieron  una  convocatoria  de  prensa;  que
recibieron aviso de que la Policía Local había desviado el autobús a otra zona; que van al
lugar; que al llegar habia un grupo de personas; que al llegar les increpan; que intenta
atender a los medios; que un grupo de gente va al autobús y empieza a quitar el vinilo;
que al  declarante le decían “machista de mierda”; que la Policía Local le dijo que el
autobús estaba inmovilizado por incumplimiento de la normativa; que les tiran naranjas;
que le recomienda a EEE que se fuera; que avisan a la Policía Nacional; que los insultos
iban a más; que él estaba un poco apartado; que la Policía Nacional llega y filia a algunas
personas; que el declarante es portavoz nacional de “HazteOir.org”; que reconoce a los
tres acusados; que CCC fue una de las personas que arrancó los vinilos; que en la rueda
de prensa  el  acusado BBB era  la  persona más  próxima  a  ellos,  que  se  le  ve  en  las
imágenes;  que BBB les  decía  “homófobos”;  que también  le  decían  “seguro que eres
invertido y no lo sabes”; que BBB llevaba una bandera LGTBI en cuyo anterior había un
lema en alemán “Antifaschistische Aktion” (“Acción Antifascista”); que BBB trataba de
interrumpir la rueda de prensa y obtener visibilidad; que mientas atendían a los medios un
grupo de gente fue hacia el autobús a arrancar vinilo; que la acusada AAA estaba allí y le
insultó,  que  le  dijo  “machista  de  mierda”.  Añade  que  la  acusada  CCC se  acercó  al
autobús a arrancar vinilo; que todos los hoy acusados insultaron; que BBB estaba más
cerca del declarante y AAA la recuerda porque estaba arrancando vinilos y se encaró con
él. Añade que el autobús estaba parado en un lado de la calle; que no sabe cuánto vinilo
tenía el autobús dañado; que más o menos desde la mitad del autobús hasta el final; que
el autobús de Valencia no fue el mismo que estuvo en Barcelona. Exhibidos los folios 115
a  122,  responde  que  algunos  son  de  la  cuenta  oficial  de  “Hazteoir.org”,  que  otros
desconoce su origen; que al folio 122 está el folleto que repartían. 

TERCERO.- En segundo lugar, se cuenta con la testifical de los agentes de la
Policía Local de Valencia que procedieron a la inmovilización del autobús. 

Declara el Comisario Jefe de la Policía Local de Manises nº --- (que en la fecha de
los hechos era el Policía Local de Valencia nº ---) que ese día era el Comisario Jefe de
Incidencias; que recibió llamada del Jefe de la Policía Local indicándole que el autobús
de  la  asociación  “HazteOir.org”  iba  a  Valencia  y  le  instaba  a  que  comprobara  las
condiciones  administrativas  del  mismo; que el  autobús  fue localizado en  el  acceso a
Valencia por Ademuz; que fue parado el autobús para proceder a la inspección técnico
administrativa del mismo; que allí se concentraron dos grupos de personas: unos a favor y
otros  en  contra;  que  arrancaron  el  vinilo  del  autobús;  que  hubo  un  altercado;  que
decidieron trasladar el autobús al depósito para continuar la inspección del mismo; que el
autobús quedó inmovilizado hasta que se subsanaran las deficiencias que presentaba; que
tras ser subsanadas esas deficiencias, el autobús se fue. Preguntado si las personas que
estaban en contra del autobús llevaban el  rostro cubierto,  responde que  no lo puede
precisar; que el declarante habló con dos chicas y les dijo que no tuvieran agresividad
contra  el  autobús ni  insultaran.  Preguntado si  arrojaron naranjas,  responde que  no lo
recuerda, que él estaba más pendiente de salir de allí lo antes posible. Añade que no sabe
si llegó la Policía Nacional, que él se concentró en el autobús, custodiándolo hasta la
central de Policía Local. Preguntada si escuchó insultos, señala que no lo recuerda. Que sí



hubo  frases  relacionadas  con  el  fascismo;  que  en  el  autobús  estaba  el  lema  “stop
feminazis”. Que recuerda a dos chicas (que no sabe si son las hoy acusadas) arrancando
el vinilo del autobús. Que cuando pararon el autobús allí solo estaba el conductor y a él le
notificaron todo. 

Y declara el Inspector de la Policía Local de Valencia nº --- que el Comisario les
requirió para que hicieran la Inspección Técnica de las características del autobús y de su
documentación; que fueron al lugar y procedieron a hacer la inspección del autobús; que
incumplía  las  exigencias  técnicas  sobre  el  laminado  del  autobús,  lo  que  supone  una
infracción  grave,  por  lo  que  proceden  a  la  inmovilización  del  autobús  al  ser  una
infracción que afecta a la seguridad; que cuando se subsanaron las deficiencias se levantó
la inmovilización. Que debido al revuelo que había decidieron el traslado del autobús a
dependencias  de  la  policía  local  para  continuar  allí  la  inspección.  Preguntado  por  el
revuelo que ha mencionado, señala que al poco de llegar empezó a llegar gente; que la
gente  contraria  al  autobús  gritaban  recriminando  lo  que  consideraban  una  actuación
contra el colectivo LGTBI y contra la legislación de violencia de género; que sí oyó que
gritaban “fascistas”. Preguntado si tiraron naranjas, responde que sí vio alguna naranja,
pero  no  sabe  a  quién  iban  dirigidas.  Preguntado  por  qué  fueron  requeridos  para
inspeccionar el  autobús,  responde que no lo  sabe,  pero es algo habitual en vehículos
publicitarios (así de partidos políticos, de fallas). Señala que el autobús era un “táper”,
iba completamente plastificado, hasta la puerta;  que eso es una deficiencia grave que
afecta a la seguridad vial. Que cuando paran el autobús en el Palacio de Congresos no
había nadie; que a los cinco minutos vienen periodistas y los organizadores, y gente....que
por  seguridad  trasladan  el  autobús  a  las  dependencias  de  la  Policía  Local.  Que  no
recuerda a ninguno de los hoy acusados, que allí había mucha gente. Añade que en el
depósito  se  quitó  todo  el  vinilo  del  autobús,  pues  era  una  deficiencia  grave  para  la
seguridad  vial;  que  en  concreto  incumplía  la  Instrucción  Técnica  1992/2010  sobre
laminado de vehículos; que por eso inmovilizan el vehículo y lo comunican a la empresa
titular del autobús; que cuando se quitó el laminado se levantó la inmovilización; que
cuando se llevaron el autobús al depósito, no recuerda si tenía daños o no. 

CUARTO.-  En  tercer  lugar,  declaran  igualmente  dos  de  los  periodistas  que
estuvieron en el lugar el día de los hechos. 

Declara  HHH,  que  es  periodista  del  periódico  Levante;  que  acudió  a  la
convocatoria; que la prensa fue llegando escalonadamente. Que cuando llegó el autobús
estaba inmovilizado y no había nadie; que la gente iba llegando poco a poco; que había
más  periodistas  que  gente;  que  junto  al  autobús  estaban  los  periodistas  y  los
organizadores;  que  por  detrás  estaba la  gente  protestando;  que decían  consignas  más
reivindicativas del colectivo LGTBI que de otro tipo; que sí  cayó alguna naranja,  no
demasiadas; que también se arrancó algún trozo de vinilo; que solo había dos agentes de
la Policía Local y pudieron controlar la situación; que fue un momento puntual el acto de
arrancar el vinilo del autobús. Que no hubo ninguna situación violenta o de riesgo; que
había mucha prensa; que había menos tensión que en un desahucio; que no duró mucho,
unos  15  minutos  en  total.  Que  previamente  a  estos  hechos  no  conocía  a  nadie;  que
después de los hechos el hoy acusado BBB contactó con el declarante para pedirle que



testificara  en  este  juicio;  que  más  allá  de  que  BBB es  un  activista  LGTBI  no tiene
ninguna relación con él;  que BBB llevaba una bandera  del  colectivo  LGTBI con un
escudo antifascista;  que no recuerda si  se gritaban consignas antifascistas;  que de los
organizadores  (HazteOir)  había  un  fotógrafo  y  dos  portavoces;  que  sí  vio  que  se
arrancaba vinilo del autobús; que hizo fotos y se publicaron.

Y declara GGG que es periodista de Valencia Plaza; que se acreditó para ir en el
autobús cuando se suponía que el autobús iba a recorrer la ciudad; que al sabe que habían
inmovilizado el autobús lo buscaron; que cuando llegaron donde estaba el autobús cree
que había una televisión; que el  autobús había sido inmovilizado por la policía local,
había dos coches de la policía local; que fueron llegando los medios; que sí recuerda a
BBB porque iba con una bandera LGTBI; que no había mucha gente; que al principio
estaban en un lado de la acera; que luego los organizadores del acto del autobús hicieron
declaraciones y se acercaron al autobús; que BBB estaba haciendo un discurso sobre la
historia del movimiento LGTBI, que lo explicaba de una forma muy bonita. Que cuando
estaban hablando los de “HazteOir” sí había gente detrás gritando réplicas a su discurso,
aunque apenas se les oía. Que sí se levantó un poco el vinilo del autobús, que fue muy
poco, se levantó un poquito la pegatina y nada más. Añade que conoció a BBB ese día y
después le pidió el teléfono para hacerle una entrevista; que la declarante no vio que se
lanzaran naranjas; que la gente de HazteOir estaba haciendo sus declaraciones contra la
violencia de género y la gente de detrás les decía que se callaran. Que la parte del vinilo
arrancada es la que estaba debajo de la imagen de Adolf Hitler. 

QUINTO.-  Y en  este  punto  debe  aludirse  al  interrogatorio  de  los  acusados
practicado en el Juicio Oral, quienes decidieron responder únicamente a las preguntas de
su Letrada. 

Declara AAA que se enteró de la llegada del autobús por las redes sociales; que al
llegar, había muy poca policía local y bastante prensa; que había gente en la acera de
enfrente; que sí escuchó gritos de protesta pero fue sobre todo debido al contenido de los
panfletos que repartían los de HazteOir que equiparaban el feminismo con el nazismo;
que BBB protestaba un poco más. Que desde que ella llegó hasta que la policía local se
llevó  el  autobús  transcurrió  poco  tiempo.  Que  ella  no  conocía  de  antes  a  los  otros
acusados; que a BBB solo lo conocía de vista por haber ido al mismo colegio en cursos
diferentes.

Declara BBB que se enteró por las redes sociales; que su domicilio está al lado del
Palacio de Congresos y enseguida acudió al  lugar;  que al  legar  estaba el  autobús,  la
policía  local  y  periodistas  que  iban  llegando;  que  él  acudió  al  lugar  con  la  bandera
LGTBI; que sí gritó consignas; que también denunció otras actuaciones de “HazteOir”;
que el autobús criminalizaba el feminismo; que el declarante fue como activista LGTBI
pero había mucha gente más; que en todo caso había más periodistas que personas; que el
declarante fue de los primeros en llegar y de los últimos en irse, porque luego atendió a
los medios de comunicación; que todo transcurriría en veinte minutos más o menos; que
el autobús se fue a los cinco o diez minutos. Que no conocía de antes a CCC; que a AAA
la conocía de vista.



Y declara CCC que se enteró de la llegada del autobús por los whatsapp que le
enviaron unos amigos; que al llegar estaba el autobús, dos coches de la policía local y
mucha prensa; que el ambiente era tranquilo; que ella se fue con la gente a la acera; que
se repartían panfletos que equiparaban el feminismo con el nazismo; que fue entonces
cuando la gente grito “fuera fascistas”, “machistas”; que se fue el autobús y la declarante
se fue. Que no conocía de antes a los otros acusados. 

SEXTO.- Se practicó igualmente en la Vista la testifical del Inspector del Cuerpo
Nacional de Policía nº ---- que él no estuvo en el lugar el día de los hechos; que le llega la
denuncia después, identificó a los autores y les detuvo. Que no tiene ninguna duda de que
los hoy acusados fueron los autores de los daños; que a uno de ellos ya lo conocía, por un
incidente  anterior,  y  el  resto  los  identificaron  tras  actuaciones  de  seguimiento  y
vigilancia. Que vieron los videos aportados y en las imágenes se veía la matrícula de una
moto, hicieron el seguimiento de la titular de la moto y esa actuación les permitió la
identificación. 

La  relevancia  de  dicha  testifical  es  escasa,  partiendo de  la  premisa  de que  el
mismo no estuvo presente en el lugar el día de los hechos, siendo su única intervención la
de proceder al visionado de los videos y demás fotografías relacionadas en el atestado (y
que coinciden con los documentos  adjuntos en el  DVD aportado por la  Policía  a las
actuaciones (folio 131), cuyo visionado no fue solicitado por ninguna de las partes el día
de la Vista, procediendo quien  suscribe a su visionado antes del dictado de la presente
sentencia, constatando que en el mismo constan los archivos de imágenes reproducidos
como Anexos  I  y  II  en  el  atestado  (folios  49-50),  así  como dos  videos  emitidos  en
informativos acerca del incidente (que esencialmente viene a ser reiteración de los videos
reproducidos el día del Juicio Oral). Y se expone que su relevancia es escasa desde el
momento en que los tres acusados reconocen en  la Vista que estuvieron en el lugar el día
de los  hechos,  reconociéndose igualmente en los vídeos  visionados el  mismo día  del
Juicio. El único punto de discrepancia con el agente de Policía Nacional radica en la
alusión que efectúa a ellos como “grupo de jóvenes de extrema izquierda”, mostrando su
disconformidad con dicha calificación. Discrepancia que carece de toda relevancia desde
la óptica del presente procedimiento.

Practicándose igualmente la pericial de III, quien ratifica la pericial practicada en
las  actuaciones  (folio  130).  Concreta  que  efectuó  su  tasación  a  la  vista  de  la
documentación remitida por el juzgado, en concreto, facturas y un CD con un reportaje
de los hechos; que la factura que consideró era la número 6/19 por importe de 423,50 €.
Preguntada si resultó dañado todo el vinilo del autobús, responde que en el reportaje no
se concretaba cuánto vinilo resultó dañado; que ella lo valoró todo. 

La factura expresamente asumida por la Perito consta al folio 25 vuelto, emitida
por  “Divisa  comunicación”  por  un  importe  total  de  423,50  €,  por  los  siguientes
conceptos: 

“Producción de vinilos adhesivos removibles. 
Medidas: 2,5 metros x 0,45 metros
Cantidad: 10 Uds. 



Precio: 29 €/Ud 
Paños vinilo un color: 60,00 €
Portes (290 + 60) 350,00 €
IVA (21%): 73,50 €
total; 423,50 €”

SÉPTIMO.-  Finalmente,  procede  aludir  al  resultado  del  visionado  de  los
diferentes videos. 

En la Vista se procedió al visionado de los videos que constan en el USB del folio
53, con el siguiente resultado. 

Con carácter general debe indicarse que en los mismos se aprecia el diseño del
autobús tal  como llegó a  Valencia.  Así,  en los laterales  del  mismo se habían pegado
vinilos formando el siguiente texto: “No es violencia de género. Es violencia doméstica.
Las leyes de género discriminan al hombre. Casado, Rivera, Abascal, derogad las leyes
de género”. En la parte lateral trasera consta en los vídeos la silueta de una persona con la
cabeza tapada por otro vinilo completamente azul (pero que, según la documental obrante
en autos,  así  en la página 2 del  escrito  de acusación de HazteOir,  y en el  folio  119,
correspondía a una figura fácilmente reconocible como Adolf Hitler)  y en cuya parte
inferior  constaba  el  hashtag  “StopFeminazis”.  Y  en  la  parte  trasera,  la  silueta
representativa de un niño y una niña con la mención abajo: “HO HazteOir.org. Víctima
de la ideología de género”

-En el video n.º 1, a partir del minuto 1’43’’, que coincide con el momento en el
que  el  autobús  se  pone  en  marcha  yéndose  del  lugar,  se  observa  al  acusado  BBB
arrancando vinilo de la parte central inferior del autobús, siendo de inmediato apartado
por un agente d ella Policía Local, sin duda por el peligro que había para su integridad
física al haber puesto en marcha el autobús. Igualmente en esa imagen se aprecia que en
ese momento en el que el autobús se va del lugar, el mismo solo presentaba daños en la
parte trasera lateral derecha inferior (no se aprecia la parte lateral izquierda al irse), esto
es, localizados en los vinilos ubicados bajo la imagen de Adolf Hitler (que ya constaba
tapada por otro vinilo azul en los videos reproducidos) y el hashtag “StopFeminazis”, que
aparecía prácticamente arrancado en su totalidad. 

-En el video n.º  14, a partir  del minuto 2’24’’ se observa que un total  de tres
mujeres (entre ellas las dos acusadas AAA y CCC) proceden a arrancar el vinilo ubicado
en la parte lateral trasera izquierda inferior (la zona ubicada bajo la imagen de Adolf
Hitler en la que consta el hashtag StopFeminazis), encarándose la acusada CCC con un
agente de la Policía Local y con el portavoz de la asociación HazteOír FFF. 

Respecto al visionado de los vídeos contenidos en el DVD del folio 131 hay que
indicar que los mismos coinciden con los que fueron visionados en el Jucio Oral, antes
referidos.

Más allá de dichas menciones específicas, y tras el visionado conjunto de todos
los vídeos, confrontando los mismos con las testificales practicadas, cabe concluir que las



imágenes visionadas coinciden esencialmente con el relato ofrecido en el Juicio Oral por
los  dos  periodistas  que  declararon en  calidad  de  testigos,  esto  es,  que  no se  aprecia
ninguna situación violenta o de riesgo, que había mucha prensa o, en palabras del testigo
HHH “que había menos tensión que en un desahucio”. 

OCTAVO.- Y de  las  conclusiones  alcanzadas  tras  el  visionado  de  los  vídeos
aportados se concluye que los hechos acaecidos el día 5 de marzo de 2019, en contra de
lo afirmado por la Acusación Particular,  no tienen encaje en los delitos de coacciones, de
discriminación, ni de desórdenes públicos.

A la  hora  de  alcanzar  la  anterior  conclusión,  mas  aun desde  la  óptica  de  los
concretos  delitos  objeto  de  acusación,  y  tal  como  señala  el  Ministerio  Fiscal  en  su
informe, “todo importa” o, lo que es lo mismo, hay que contextualizar todo lo acaecido el
día 5 de marzo de 2019. 

Y en el presente caso, a la  hora de analizar el contexto en que se produjeron los
hechos enjuiciados adquiere relevancia esencial  el  propio diseño del  autobús que,  tal
como se expone por la Acusación Particular en su escrito de acusación, formaba parte de
la “campaña de concienciación” iniciada por HazteOir.org el día 28 de febrero de 2019
“solicitando a la sociedad española que pidiera a Pablo Casado (presidente del  PP),  Albert
Rivera  (presidente  de  Ciudadanos)  y  Santiago  Abascal  (Presidente  de  Vox)  que  se
comprometieran a derogar las leyes de “igualdad”, de violencia de “género” y “mordazas”
LGTBI cuando lleguen al Gobierno” (página 2 de su escrito de acusación, folio 141). 

Y en ese contexto debe reiterarse el diseño del autobús que llegó a Valencia tal y
como se aprecia en los vídeos antes reseñados: 

-en los laterales del mismo se habían pegado vinilos formando el siguiente
texto:  “No  es  violencia  de  género.  Es  violencia  doméstica.  Las  leyes  de  género
discriminan al hombre. Casado, Rivera, Abascal, derogad las leyes de género”; 

-en la parte lateral trasera consta en los vídeos la silueta del busto de una
persona con la cabeza tapada por otro vinilo completamente azul (pero que, según la
documental obrante en autos, así la página 2 del escrito de acusación de HazteOir, y la
imagen  que  consta  al  folio  119,  dicho  busto  correspondía  a  una  figura  fácilmente
reconocible  como  Adolf  Hitler)  y  en  cuya  parte  inferior  constaba  el  hashtag
“StopFeminazis”. 

-y en la parte trasera, la silueta representativa de un niño y una niña con la
mención abajo: “HO HazteOir.org. Víctima de la ideología de género”. 

En este punto, y desde la perspectiva de los delitos imputados a los acusados, del
conjunto del diseño del autobús cabe prescindir de los lemas que aparecen en la parte
lateral central del mismo, que de forma neutra se enmarcarían en esa autodenominada
“campaña de concienciación” y exteriorizaría la aspiración de la asociación “HazteOír” por
la  derogación de  esa  legislación,  aludiendo  a  los  partidos  políticos  que  a  su  parecer
podrían apoyar dicha pretensión. Y se dice que se enmarcan “de forma neutra” en esa
aspiración porque los términos empleados no resultan “per se” ofensivos. 

Todo lo contrario ocurre con los vinilos estampados en la parte lateral trasera del



autobús: esto es, el  busto de Adolf Hitler  (que aun estando tapado por vinilo azul se
adivinaba en el propio autobús a su llegada a Valencia), y, sobre todo, la literalidad del
hashtag “StopFeminazis”. 

Así, el empleo del término “feminazi” excede de lo que debería ser una legítima
reivindicación de índole política (o ideológica)  por  la  asociación  querellante  (en este
caso, la derogación de las leyes de violencia de género) dado el carácter “per se” ofensivo
y peyorativo que tiene el término empleado. Analizando dicha expresión, lo primero que
llama la atención es que se trata de un oxímoron, esto es, la combinación, en una misma
estructura  sintáctica,  de  dos  palabras  o  expresiones  de  significado  opuesto  con  la
intención de darle un nuevo sentido. En este caso, las dos palabras contrapuestas que se
combinan son, por una parte, el feminismo (que, en definición de la RAE es el principio
de igualdad de derechos de la mujer y el hombre, así como el movimiento que lucha por
la realización efectiva en todos los órdenes del feminismo) y, por otra, el nazismo (que,
conforme a la  RAE, es  nacionalsocialismo,  esto es,  movimiento político y social  del
Tercer  Reich alemán,  de carácter  totalitario,  pangermanista  y  racista).  De este  modo,
feminismo y nazismo son términos absolutamente contrapuestos, que no tienen ningún
mínimo punto de  conexión o similitud,  por  lo  que resulta  evidente  que el  oxímoron
asumido por la asociación HazteOír tenía como única finalidad la de menospreciar el
movimiento feminista. 

Cabe  citar  en  este  punto  que  el  carácter  ofensivo  e  injurioso  del  término
“feminazi” es asumido, por ejemplo, en la Sentencia de la Sección 16ª de la Audiencia
Provincial de Madrid de 26 de octubre de 2020 (Rollo nº 1072/2020) que señala: 

“(...)  Lo que otro tanto cree con respecto a la  palabra "feminazi" porque tanto esta
misma Sección 16ª (con cita de su sentencia) como la sección 2º de la AP de Valladolid (con cita
de su auto) han calificado su uso como una simple falta de injurias cuando en la primera de las
resoluciones  también se  empleó la  misma imagen que ahora de una señal  de "STOP",  y  la
segunda con referencia a un procedimiento por calumnias en virtud de querella de la asociación
APROME, pioneros en nuestra Nación en la creación de los puntos de encuentro familiares (...)”

Así, contextualizando lo ocurrido el día 5 de marzo de 2019 resulta que el autobús
de la asociación “HazteOír” en cuyo diseño destacaba una expresión ofensiva, injuriosa y
peyorativa  dirigida  a  cualquier  persona  integrante  o  simpatizante  del  movimiento
feminista, fue detenido por la Policía Local de Valencia en la calle Des Corts, a la altura
del  Palacio  de  Congresos,  por  infracción de  la  normativa  técnica  sobre  laminado  de
vehículos.  Y una  vez detenido el  autobús,  a  ese  lugar  llegaron los  organizadores  del
evento (esto es, los dos portavoces de HazteOír), un buen número de periodistas, a la vez
que acudió del mismo modo a esa calle un número no muy numeroso de personas, cifrado
en treinta personas por la Acusación Particular (folio 145) sin que de los vídeos aportados
pueda concretarse dicho número, más allá de que no se trataba de un grupo numeroso.
Entre las personas que llegaron, estaban los hoy acusados, destacando el acusado BBB
pues acudió al lugar, como se ve en los vídeos, con una bandera LGTBI en cuyo anterior
había un lema en alemán “Antifaschistische Aktion” (“Acción Antifascista”). 

Seguidamente, y mientras los organizadores del evento atendían a los numerosos
periodistas presentes en el lugar, iban repartiendo entre la gente los folletos que constan



en las actuaciones (folio 122) en los que incidían en hacer una comparación entre el
feminismo y el nazismo con el título “¿Feminismo o Feminazismo?”. Hay que insistir
nuevamente que por su propio significado y características los términos feminismo y
nazismo  son  completamente  contradictorios,  no  tienen  ningún  punto  de  conexión  o
similitud. De ahí que la comparativa efectuada en dicho folleto se enmarca en el mismo
ánimo que motivó la inclusión en el diseño del autobús del término “feminazi”, esto es,
una intención exclusivamente ofensiva y peyorativa del movimiento feminista. 

Y fue precisamente el reparto de esos folletos, tal como señalan las acusadas en el
acto del Juicio al responder a las preguntas del interrogatorio, lo que motivó que la gente
allí congregada fuera más vehemente en la exteriorización de su rechazo a la campaña de
concienciación efectuada por la  asociación HazteOir.  Y esa mayor vehemencia queda
reflejada en los diferentes vídeos, en los que se escucha a la multitud proferir expresiones
tales  como  “vosotros  fascistas,  sois  los  terroristas”,  “fora  feixistes  del  nostre  barri”,
“machistas”, “fascistas”; observñandose igualmente a una de las acusadas rompiendo uno
de  los  folletos  que  le  habían  repartido.  En  ese  contexto  se  lanzaron  igualmente  en
dirección a los organizadores del evento varias naranjas (en escaso número) sin que haya
podido identificarse a ninguna de las personas que lanzaron las naranjas. Y, como punto
final de esa exteriorización de su rechazo, se observa a dos de las acusadas rompiendo el
vinilo de la parte lateral trasera inferior del autobús, esto es, precisamente el punto en el
que se ubicaba el insulto reflejado en el diseño del autobús (“StopFeminazis”). Por su
parte,  el  acusado BBB se encontraba junto  a  los  organizadores,  esto es,  en un lugar
diferente  al  del  resto  de  personas  congregadas,  con  la  evidente  intención  de  que  la
bandera LGTBI que portaba (y que colocaba delante de su persona de modo que  a él no
se  le  veía)  apareciera  en  las  imágenes  que  grababan  las  televisiones  al  recoger  las
declaraciones de los organizadores del evento. Y así fue, como consta en las fotografías y
vídeos aportados. Durante la intervención en los medios de los portavoces de HazeOír, al
menos  en  dos  ocasiones  mostró  su  rostro  para  rebatir  lo  que  acababa  de  indicar  el
portavoz. También se le vio exponiendo argumentos reivindicativos del colectivo LGTBI
en otros  lugares  distintos  de  la  zona.  Y finalmente,  cuando el  autobús  emprendía  la
marcha para irse en dirección al depósito de la Policía Local, dicho acusado se acercó a la
zona lateral central del mismo y arrancó parte del vinilo, siendo de inmediato apartado
por un agente de la Policía Local, sin duda por el peligro que había para su integridad
física al haber puesto en marcha el autobús.

Y no  ocurrió  nada  más.  Dicho  de  otro  modo,  como  en  síntesis,  se  analizará
seguidamente, esos hechos no tienen encaje en modo alguno en los delitos de coacciones,
de discriminación, ni de desórdenes públicos.

NOVENO.- Respecto al delito de discriminación del artículo 510.1.a) del Código
Penal (o, alternativamente, del artículo 510.2.a) del Código Penal) debe partirse de la
literalidad de dichos preceptos. 

Dispone el artículo 510.1.a): 
1.-Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a doce

meses:
    a).-Quienes  públicamente  fomenten,  promuevan o  inciten  directa  o  indirectamente  al



odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una
persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u
otros referentes a la ideología,  religión o creencias,  situación familiar, la pertenencia de sus
miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual,
por razones de género, enfermedad o discapacidad.

Añadiendo el artículo 510.2.a): 
2.-Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a

doce meses:
    a)-Quienes  lesionen  la  dignidad  de  las  personas  mediante  acciones  que  entrañen
humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos a que se refiere el apartado
anterior, o de una parte de los mismos, o de cualquier persona determinada por razón de su
pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o
creencias,  situación familiar,  la pertenencia de sus miembros a una etnia,  raza o nación,  su
origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o
discapacidad, o produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras
personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o
soportes  que  por  su  contenido  sean idóneos  para  lesionar  la  dignidad de  las  personas  por
representar  una  grave  humillación,  menosprecio  o  descrédito  de  alguno  de  los  grupos
mencionados,  de  una  parte  de  ellos,  o  de  cualquier  persona  determinada  por  razón  de  su
pertenencia a los mismos.

Sin que resulte necesario hacer un detallado análisis de los tipos penales objeto de
acusación, basta una somera alusión a dichos requisitos, tal como vienen recogidos en el
Auto de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 1 de junio de 2021 (Causa Especial
nº 20335/2021)

“QUINTO.-  En  relación  al  delito  de  odio  contemplado  en  el  art.  510  del  CP,
señalábamos en el auto de esta Sala de fecha 8 de noviembre de 2018, Rec. 20439/2018, con
referencia expresa a la STS 25/1/18 Recurso de Casación 583/17, que "El elemento nuclear del
hecho delictivo consiste en la expresión de epítetos, calificativos, o expresiones, que contienen un
mensaje de odio que se transmite de forma genérica. Se trata de un tipo penal estructurado bajo
la forma de delito de peligro, bastando para su realización, la generación de un peligro que se
concreta en el mensaje con un contenido propio del "discurso del odio", que lleva implícito el
peligro al  que se refieren los Convenios Internacionales de los que surge la tipicidad. Estos
refieren la antijuricidad del discurso del odio sin necesidad de una exigencia que vaya más allá
del  propio discurso  que  contiene el  mensaje  de odio  y  que por sí  mismo es  contrario a la
convivencia por eso considerado lesivo. El tipo penal requiere para su aplicación la constatación
de la realización de unas ofensas incluidas en el discurso del odio pues esa inclusión ya supone
la realización de una conducta que provoca,  directa o indirectamente,  sentimientos  de odio,
violencia, o de discriminación. De alguna manera son expresiones que por su gravedad, por
herir los  sentimientos  comunes a la ciudadanía,  se  integran en la  tipicidad.  Y presenta una
problemática relacionada con la colisión de su punición con el derecho fundamental a la libertad
de expresión. El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 112/2016, de 20 de junio, perfiló los
límites de esa colisión. Tras destacar el carácter fundamental y preeminente que tiene la libertad
de expresión, señala el carácter limitable del derecho a la libertad de expresión, singularmente
por las manifestaciones que alienten la violencia, afirma que puede considerarse necesario en
las sociedades democráticas sancionar e incluso prevenir formas de expresión que propaguen,
promuevan, o justifiquen el odio basado en la intolerancia. La función jurisdiccional consiste, en
estos casos, en valorar, atendiendo a las circunstancias concurrentes, la expresión de las ideas
vertidas y las circunstancias concurrentes esto es, si la conducta que se enjuicia constituye el



ejercicio legítimo ilícito del derecho fundamental a la libertad de expresión y, en consecuencia,
se  justifica  por  el  valor  predominante  de  la  libertad  o,  por  el  contrario,  la  expresión  es
atentatoria a los derechos y a la dignidad de las personas a que se refiere, situación que habrá
de examinarse en cada caso concreto. 

Respecto a la tipicidad subjetiva,  no requiere un dolo específico,  siendo suficiente la
concurrencia  de  un  dolo  básico  que  ha  de  ser  constatado  a  partir  del  contenido  de  las
expresiones vertidas. El dolo de estos delitos se rellena con la constatación de la voluntariedad
del  acto  y  la  constatación  de  no  tratarse  de  una  situación  incontrolada  o  una  reacción
momentánea,  incluso  emocional,  ante  una  circunstancia  que  el  sujeto  no  ha  sido  capaz  de
controlar."

Así, aplicando al presente caso dichas consideraciones, en el supuesto examinado
no se aprecia la existencia de esa incitación al odio o a la violencia ni, consecuentemente,
la presencia de un riesgo real, aun en el  marco del peligro potencial,  para los bienes
juridicos protegidos. Del relato de hechos probados resulta que las expresiones proferidas
por el grupo de personas -no muy numeroso- que se concentraron junto al autobús (que,
se insiste, contenía un mensaje directamente ofensivo contra el movimiento feminista, y
cuyos  organizadores  repartían  folletos  igualmente  insultantes  contra  el  movimiento
feminista) fue la de exteriorizar su rechazo a todo lo que representaba el referido autobús.
Esto es, no se aprecia ninguna incitación al odio, a la hostilidad o a la violencia para
conseguir objetivos políticos, ni sus expresiones constituyen manifestación del discurso
del  odio  que  pueda  alentar  una  situación  de  riesgo para  las  personas  o  derechos  de
terceros o para el propio sistema de libertades.  La conducta denunciada no integra por
tanto ninguno de los tipos contemplados en el artículo 510 del Código Penal. 

En el mismo sentido cabe citar el Auto de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía de 18 de enero de 2019 (Causa Especial nº 1/2019) que
expone: 

“(...) Los delitos de odio no persiguen la criminalización de la arenga contra una idea o
una propuesta,  sino la de conductas o manifestaciones que de manera inequívoca señalan a
grupos (y  personas integrantes de los  mismos) como merecedores de persecución social  por
razones " racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión, creencias, situación
familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo,
orientación  o  identidad  sexual,  por  razones  de  género,  enfermedad  o  discapacidad".  No
consisten  en  una  subida  de  tono  en  un  discurso  político,  sino  que  han  de  comportar  una
incitación  pública  al  "  odio,  hostilidad,  discriminación  o  violencia",  o  bien  "  acciones  que
entrañen humillación, menosprecio o descrédito" de tales grupos. Entre los grupos especialmente
protegidos por estos tipos penales no se menciona a los partidos políticos, y sólo indirectamente
podrían entenderse incluidos, a través del concepto de odio a un grupo " por razones referentes a
la  ideología",  pero  es  obvio  que  no  puede  confundirse  la  contundencia  del  rechazo  a  una
ideología  (o  una propuesta política) con  la  incitación al  "odio,  hostilidad,  discriminación  o
violencia" , pues en ese caso estaría intentando disciplinarse, mediante la represión penal, la
confrontación ideológica (...)”

En el supuesto enjuiciado los acusados -sin duda enardecidos por el insulto contra
el  movimiento  feminista  contenido  en  el  autobús-  mostraron  su  rechazo  frontal  a  la
ideología representada por la asociación “HazteOír”, y nada más. Pretender que la mayor
o menor contundencia del rechazo a una ideología tenga encaje en el artículo 510 del



Código  Penal,  como  pretende  la  acusación  particular,  supone  una  banalización  del
denominado  “discurso  del  odio”,  identificado  por  la  jurisprudencia  del  TEDH,  con
alusión a la Recomendación núm. R (97) 20 del Consejo de Europa, como "cualquier
forma  de  expresión  que  propague,  incite,  promueva  o  justifique  el  odio  racial,  la
xenofobia,  el  antisemitismo u otras  formas de odio basadas  en la intolerancia que se
manifiestan a través del nacionalismo agresivo y el etnocentrismo, la discriminación y la
hostilidad  contra  las  minorías  y  los  inmigrantes  o  personas  de  origen  inmigrante"
( STEDH caso Feret c. Belgica, de 16 de julio de 2009 , § 44) o, más sintéticamente,
aquel desarrollado en términos que supongan una incitación directa a la violencia contra
los ciudadanos en general o contra determinadas razas o creencias en particular ( STC
235/2007). 

DÉCIMO.-  Respecto al delito de desórdenes públicos, debe partirse igualmente
del tenor literal del artículo 557.1 del Código Penal: 

1.-Quienes actuando en grupo o individualmente pero amparados en él, alteraren la paz
pública ejecutando actos de violencia sobre las personas o sobre las cosas, o amenazando a
otros con llevarlos a cabo, serán castigados con una pena de seis meses a tres años de prisión.

Estas penas serán impuestas sin perjuicio de las que pudieran corresponder a los actos
concretos de violencia o de amenazas que se hubieran llevado a cabo.

Como señala el Tribunal Supremo en sentencia de 9 de octubre de 2019 (Recurso
de  Casación  nº  10194/2019)  el  delito  de  desórdenes  públicos  tiene  una  naturaleza
tendencial  y  exige  para  su  apreciación  la  finalidad  de  atentar  contra  la  paz  pública,
elemento subjetivo del injusto que, a su vez, precisa de los siguientes requisitos: 

a.-El sujeto es plural.
b.-La finalidad es la de alterar la paz pública, concepto que es más amplio que el

del  simple  orden  público,  u  orden en  la  calle,  y  que  se  conecta  con el  conjunto  de
condiciones externas que permiten el normal desarrollo de la convivencia ciudadana --
SSTS  987/2009;  1321/1999  o  1622/2001  --.  Este  elemento  constituye  el  elemento
subjetivo del injusto del tipo penal". 

Ha de interpretarse, pues, como señala la Sentencia 865/2011, de 20 de julio, que
el ánimo de alterar “gravemente” la paz pública que exige el artículo 577 le otorga a este
concepto  un alcance político-social  que trasciende ostensiblemente la  mera  alteración
incidental del orden público, generando una atmósfera social de temor y desasosiego que
afecta de manera general a un número indiferenciado de ciudadanos y pone en peligro la
convivencia democrática y el normal desenvolvimiento de las instituciones. 

Los sujetos activos de este delito deben formar un grupo que actúe, esto es, se
trata de un delito pluripersonal, en el que no cabe su comisión individual, sin perjuicio de
la responsabilidad individual de cada miembro por los actos particulares delictivos que
cometa,  teniendo  que  saber  todos  ellos  distinguir  entre  obrar  o  no  lícitamente  y  ser
mayores de edad.

En cuanto al elemento subjetivo del delito, toda la doctrina está de acuerdo en que
se trata de un delito eminentemente doloso de tendencia interna intensificada. Esto quiere
decir que los miembros del grupo deben cometer las acciones descritas en los elementos
objetivos del tipo, con la finalidad de "atentar contra la paz pública, alterando el orden
público. 



Basta el visionado de los vídeos obrantes en las actuaciones para concluir que
ninguno  de  tales  requisitos  aparece  ni  siquiera  de  forma  indiciaria  en  los  sucesos
ocurridos el día 5 de marzo de 2019. No consta que los hoy acusados -quienes afirman
que  no  se  conocían  de  antes-  participaran  en  grupo  en  los  términos  exigidos  por  el
precepto en cuestión. Resultando a todas luces evidentes que no se concurre la finalidad
típica de alterar la paz pública (concepto que va más allá de la mera alteración incidental
del orden público), constatándose sin duda tal evidencia del hecho de que en los sucesos
del día 5 de marzo de 2019 no fue necesaria la intervención policial (los únicos policías
que actuaron fueron los agentes de la Policía Local a fin de realizar la inspección técnico-
administrativa del autobús) y no se identificó (ni mucho menos, se detuvo) a ninguno de
los intervinientes el mismo ´dia de los hechos (hasta el punto de que los hoy acusados
fueron identificados a posteriori tras el análisis de los videos por la Policía Nacional). 

UNDÉCIMO.-  Y respecto al tipo de coacciones  del artículo 172.1 del Código
Penal (o subsidiariamente del artículo 172.3), debe partirse de nuevo de la dicción literal
de dichos preceptos: 

1.-El que, sin estar legítimamente autorizado, impidiere a otro con violencia hacer lo que
la ley no prohíbe, o le compeliere a efectuar lo que no quiere, sea justo o injusto, será castigado
con la pena de prisión de seis meses a tres años o con multa de 12 a 24 meses, según la gravedad
de la coacción o de los medios empleados.

Cuando la coacción ejercida tuviera como objeto impedir el  ejercicio de un derecho
fundamental se le impondrán las penas en su mitad superior, salvo que el hecho tuviera señalada
mayor pena en otro precepto de este Código.

También  se  impondrán  las  penas  en  su  mitad  superior  cuando la  coacción  ejercida
tuviera por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda.

(…)
3.-Fuera de los casos anteriores, el que cause a otro una coacción de carácter leve, será

castigado con la pena de multa de uno a tres meses. Este hecho sólo será perseguible mediante
denuncia de la persona agraviada o de su representante legal.

Cuando el ofendido fuere alguna de las personas a las que se refiere el apartado 2 del
artículo 173, la pena será la de localización permanente de cinco a treinta días, siempre en
domicilio diferente y alejado del de la víctima, o trabajos en beneficio de la comunidad de cinco
a treinta días, o multa de uno a cuatro meses, ésta última únicamente en los supuestos en los que
concurran las circunstancias expresadas en el apartado 2 del artículo 84. En estos casos no será
exigible la denuncia a que se refiere el párrafo anterior.

Una reiterada doctrina jurisprudencial requiere para la existencia del tipo penal de
coacciones la existencia de: 

a).-una  conducta  violenta  de  contenido  material  o  intimidatoria  (vis  física  o
compulsiva, respectivamente) que se ejercita contra uno o varios sujetos, bien de modo
directo o indirecto o a  través  de cosas,  sobre el  propio perjudicado o,  incluso,  sobre
terceros; 

b).-ese actuar va dirigido a impedir hacer lo que la ley no prohibe o a realizar lo
que no se quiere, sea justo o injusto; 

c).-la intensidad del acto violento ha de alcanzar una determinada importancia,
necesario para su integración en el delito (o su conceptuación como delito leve)

d).-debe existir un ánimo dirigido a restringir la libertad ajena, manifestado en las
expresiones típicas "impedir" o "compelir"; y 



e).-que el acto sea ilícito -sin estar legítimamente autorizado- que será examinado
desde  la  normativa  existente  para  asegurar  la  conciencia  social  y  la  exigida  en  la
actividad que la regula. 

Tampoco se aprecia la concurrencia de ninguno de tales requisitos en los hechos
declarados probados (ni, por ende, en los vídeos visionados el día de la Vista). 

Debe concretarse  que  la  acusación particular  señala  que concurre  el  delito  de
coacciones  “al  haber  impedido  con  violencia  el  derecho  fundamental  de  mis
representados a  la  libre  deambulación y expresión”.  Sin embargo,  del  examen de los
vídeos no se aprecia en modo alguno que se les haya impedido ninguno de tales derechos,
y mucho menos por actuación concreta de los hoy acusados. Ninguna actuación de las
acusadas AAA y CCC se aprecia en los vídeos que puede afectar de algún modo a tales
derechos.  Y respecto  al  acusado  BBB,  quien  permaneció  junto  a  los  portavoces  de
HazteOír  mientras  estos  hablaban  con  los  medios  periodísticos  allí  congregados,  el
mismo se limitó a quedarse allí delante de las cámaras  con la evidente intención de que
la bandera LGTBI que portaba (y que colocaba delante de su persona de modo que  a él
no se le veía) apareciera en las imágenes que grababan las televisiones al recoger las
declaraciones de los organizadores del evento. Y así fue, como consta en las fotografías y
vídeos aportados. Más allá de esa actuación (que ni por asomo tiene encaje en el tipo de
coacciones),  consta  que  durante  la  intervención  en  los  medios  de  los  portavoces  de
HazeOír,  al  menos en dos ocasiones mostró su rostro para rebatir  lo que acababa de
indicar el portavoz. Actuación que tampoco tiene encaje en el delito de coacciones objeto
de acusación. 

DUODÉCIMO.-  Y respecto al delito de daños objeto de acusación, dispone el
artículo 263 del Código Penal: 

1.-El que causare daños en propiedad ajena no comprendidos en otros títulos de este
Código, será castigado con multa de seis a veinticuatro meses, atendidas la condición económica
de la víctima y la cuantía del daño.

Si la cuantía del daño causado no excediere de 400 euros, se impondrá una pena de
multa de uno a tres meses.

Como  ha  quedado  antes  reseñado,  ha  quedado  acreditado  en  las  actuaciones
(fundamentalmente del visionado de los vídeos) que en un momento dado las acusadas
AAA y  CCC (junto  a  una  tercera  mujer  no  identificada)  arrancaron  parte  del  vinilo
ubicado en la parte lateral trasera izquierda inferior (la zona ubicada bajo la imagen de
Adolf Hitler  en la que constaba el  hashtag StopFeminazis). Acreditándose del mismo
modo que el acusado BBB , en el momento en el que el autobús se ponía en marcha en
dirección al depósito de la Policía Local, se acercó al mismo y arrancó parte del vinilo de
la parte central inferior izquierda del autobús, siendo de inmediato apartado por un agente
de la Policía Local, sin duda por el peligro que había para su integridad física al haber
puesto en marcha el autobús.

Dada la pericial practicada, que cuantifica cada uno de los diez vinilos con que
contaba el autobus en 29 €, y afectando la actuación de las acusadas  AAA y CCC, por
una parte, a un único vinilo de la parte trasera lateral inferior izquierda; y la actuación de



BBB a un único vinilo de la parte lateral central inferior izquierda, se estima que solo
resultaron  dañados  dos  de  los  vinilos  del  autobús  con  la  concreta  actuación  de  los
acusados,  por  lo  que  los  hechos  tienen  encaje  en  el  delito  leve  de  daños  objeto  de
acusación por el Ministerio Fiscal. 

No ofrece duda alguna la concurrencia de la intención de causar menoscabo en la
propiedad ajena, sin que el rechazo que los acusados sentían hacía el mensaje reflejado en
los vinilos del autobús (mas aun  siendo uno de ellos directamente ofensivo contra el
movimiento feminista) sirva como causa de justificación de los daños causados. En este
sentido cabe citar la Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Bizkaia
de 22 de septiembre de 2016 (Rollo n.º 89/2016), que expone: 

“(…) En todos los supuestos se dará un único " animus damnandi" o intención concreta
de causar un detrimento patrimonial de forma consciente y voluntaria en un bien ajeno cuya
propiedad está protegida por el derecho y cuyo detrimento es evaluable económicamente, ese
ánimo existirá cualquiera que sea su íntima motivación, salvo que se acredite otro propósito que
pueda exculpar la acción, propósito no acreditado en este supuesto, en que, negado el hecho por
el acusado, el posible ánimo defendendi o retorquendi (por el motivo de previa discusión habido)
no desvirtúa el ánimo de dañar”. 

Por todo ello,  procede la condena de los acusados como autores,  cada uno de
ellos, de un delito leve de daños del artículo 263.1 párrafo segundo, del Código Penal,
que prevé una pena de multa de 1 a 3 meses.

Tratándose de un delito leve, dispone el artículo 66.2 del Código Penal que en los
delitos  leves  los  jueces  o  tribunales  aplicarán  las  penas  a  su  prudente  arbitrio,  sin
sujetarse  a  las  reglas  prescritas  en  el  apartado anterior  relativas  a  la  concurrencia  de
circunstancias modificativas. 

Consecuentemente,  a  la  vista  de los hechos declarados probados,  valorando la
ínfima  cuantía  de  los  daños  ocasionados,  así  como  el  resto  de  circunstancias
concurrentes, en especial el carácter ofensivo del mensaje reflejado por el vinilado del
autobús, sobre todo en la parte afectada por la acción de las dos acusadas, se les impondrá
la pena mínima de multa de 1 mes. 

Para la fijación de la cuota diaria de la pena de multa, el artículo 50.5 del Código
Penal obliga a atender exclusivamente la situación económica del reo, deducida de su
patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas familiares y demás circunstancias personales
del mismo; por lo que, por un mero principio de prudencia, en los términos establecidos,
entre otras, por la STS 1377/2001, de 11 de Julio de 2001 (recurso: 3154/1999), se fijará
la cuota diaria en la suma de 6 euros. Estableciéndose igualmente, y para el caso de que
los condenados no satisficiere voluntariamente o por vía de apremio la multa impuesta,
una responsabilidad personal subsidiaria de un día de privación de libertad por cada dos
cuotas diarias  no satisfechas en aplicación de lo preceptuado por el  artículo 53.1 del
Código Penal.



DECIMOTERCERO.-  El  artículo  109  del  Código  Penal  dispone  que  la
ejecución de un hecho descrito por la ley como delito obliga a reparar, en los términos
previstos en las leyes, los daños y perjuicios por él causados. 

En  el  presente  caso,  habiéndose  acreditado  que  como  consecuencia  de  la
infracción  administrativa  a  la  normativa  técnica  sobre  laminado  de  vehículos,  la
asociación HazteOír se vio obligada a retirar todo el vinilado del autobús para que por la
Policía Local se levantara la inmovilización del vehículo, resulta evidente que la acción
cometida  por  los  acusados  -aun  siendo  constitutiva  de  delito  leve  de  daños-  no  ha
originado  perjuicio  alguno  a  la  asociación  querellante,  por  lo  que  ningún
pronunciamiento se hará en concepto de responsabilidad civil. 

DECIMOCUARTO.- Dictándose sentencia condenatoria solo respecto a uno de
los cuatro delitos objeto de acusación, y a la vista de los artículos 123 del Código Penal y
239 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y además por delito leve, una
décima parte de las costas del presente procedimiento deberá ser impuestas a cada uno de
los  condenados,  excluyendo  expresamente  las  costas  de  la  Acusación  Particular,  y
declarando de oficio las siete décimas partes restantes (incluida la totalidad de las costas
de la Acusación Particular)

En cuanto a la pretensión de condena en costas a la Acusación Particular, cabe
citar la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 2021
(Recurso de casación nº 2989/2019), que al respecto señala: 

"(...)En nuestro  proceso  penal,  la  imposición  de  costas  al  acusador  particular  en  la
primera  instancia,  se  funda  en  un  principio  de  responsabilidad  subjetiva  que  desplaza
radicalmente  el  del  vencimiento  objetivo  propio  de  otras  jurisdicciones.  Resulta  necesario
individualizar  en  el  acusador  privado  una intención  final  de  instrumentar  torticeramente  el
proceso penal al servicio de finalidades espurias o alejadas de las que le son propias.

La necesaria determinación de dicho elemento subjetivo en la  conducta pretensional
entraña una evidente dificultad ínsita,  por lo demás,  a  la  prueba de todos los aspectos  que
atañen a la esfera anímica o interna de las personas. Dificultad que obliga a acudir a la técnica
de connotación indiciaria, tomando en cuenta hechos y circunstancias objetivas exteriorizadas
por la conducta de la parte. En este sentido, adquirirán especial relevancia como "marcadores"
indiciarios  de  una  conducta  procesal  tendencialmente  temeraria,  la  afirmación  de  hechos
inciertos  o  falsos  dirigidos  a  confundir  al  juzgador,  la  correlativa  ocultación  de  hechos
relevantes o la no aportación de medios de prueba de los que disponga que pudieran favorecer a
la persona contra la que se dirige la acción penal.

Labor  de  individualización  que  exige,  además,  una  expresa  plasmación  en  el
razonamiento judicial -vid. al respecto, STS 306/2021, de 9 de abril-.

De tal manera, el presupuesto de la temeridad o mala fe, en cuanto exige la presencia de
un especial elemento subjetivo, no puede confundirse o identificarse con el carácter infundado de
la  pretensión  en  cuanto  este  hace  referencia  al  contenido  o  aspecto  objetivo  de  la
responsabilidad del litigante vencido. Debe recordarse que la acción, hasta la fase del juicio
oral, ha sido objeto de tres decisiones judiciales previas por las que, en consideración a un juicio
provisorio de tipicidad y de cualificada plausibilidad fáctica, se ordenó la oportunidad de su
tramitación.

De ahí que solo quepa condena en costas del acusador particular cuando concurra en su
actividad pretensional marcadores indicativos de una intención final de abuso del proceso, con
independencia  de  la  mayor  o  menor  sustentabilidad  apriorística  de  la  acción  -vid.  en  este



sentido, la interesante regulación que de las costas se contiene en la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, al establecerse en el párrafo 2º del Art. 95 que "El tribunal podrá imponer las
costas  que  se  derivasen  de  la  tramitación  del  proceso  a  las  partes  que  hayan  mantenido
posiciones infundadas, si apreciare temeridad o mala fe", lo que sugiere con toda claridad la
exigencia de ese doble plano de imputación, inconsistencia pretensional y temeridad y mala fe-. 

Pues bien, en el presente caso, no se aprecian esos marcadres indicativos de una
intención  final  de  abuso  del  proceso  con  independencia  de  la  mayor  o  menor
sustentabilidad apriorística de la acción, atribuyendo relevancia esencial a que la evidente
disparidad tipificadora de los hechos entre los dos escritos de acusación presentados en
este procedimiento (de la acusación particular y del Ministerio Fiscal) no sirve por sí solo
para fundamentar la pretendida condena en costas, mas aun cuando dicha disparidad fue
expresamente confirmada por el Juzgado de Instrucción en el Auto de Apertura de Juicio
Oral,  con pronunciamiento  expreso  ordenando la  continuación del  procedimiento  por
todos los delitos consignados en el escrito de acusación de HazteOír. 

Ahora bien, no habiendo condena en costas a la acusación particular, el hecho de
que al final los acusados solo hayan sido condenados por un delito leve de daños (que no
se recogía en el escrito de la acusación particular, que instaba en ese punto condena por
delito  de daños)  motiva  que  expresamente  se  excluya  a  los  condenados del  pago de
porcentaje alguno de costas de la acusación particular. 
 

Vistos los preceptos citados, y demás de general y pertinente aplicación

FALLO
1º)  Que  DEBO  CONDENAR  Y  CONDENO  a  AAA  como  autora  de  UN

DELITO LEVE DE DAÑOS del artículo 263.1 párrafo segundo del Código Penal, sin
concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a la pena de
MULTA DE UN MES CON CUOTA DIARIA DE SEIS EUROS (180,00 €) con la
responsabilidad personal subsidiaria prevista en el artículo 53 del Código Penal en caso
de impago; así como al pago de una décima parte de las costas procesales, excluyendo
expresamente las costas de la Acusación Particular. 

2º) Que DEBO CONDENAR Y CONDENO a BBB como autor de UN DELITO
LEVE  DE  DAÑOS del  artículo  263.1  párrafo  segundo  del  Código  Penal,  sin
concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a la pena de
MULTA DE UN MES CON CUOTA DIARIA DE SEIS EUROS (180,00 €) con la
responsabilidad personal subsidiaria prevista en el artículo 53 del Código Penal en caso
de impago; así como al pago de una décima parte de las costas procesales, excluyendo
expresamente las costas de la Acusación Particular. 

3º)  Que  DEBO  CONDENAR  Y  CONDENO  a  CCC  como  autora  de  UN
DELITO LEVE DE DAÑOS del artículo 263.1 párrafo segundo del Código Penal, sin
concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a la pena de
MULTA DE UN MES CON CUOTA DIARIA DE SEIS EUROS (180,00 €) con la
responsabilidad personal subsidiaria prevista en el artículo 53 del Código Penal en caso



de impago; así como al pago de una décima parte de las costas procesales, excluyendo
expresamente las costas de la Acusación Particular. 

4º) Que DEBO ABSOLVER Y ABSUELVO a AAA, BBB y CCC de los delitos
de discriminación, desórdenes públicos, coacciones y daños de los que eran igualmente
acusados en este procedimiento, declarando de oficio siete décimas partes de las costas
procesales, incluida la totalidad de las costas de la Acusación Particular. 

Notifíquese la presente resolución a las partes haciéndoles saber que contra la
misma cabe recurso de apelación dentro de los diez días siguientes al de su notificación,
conforme a lo dispuesto en el artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Así por ésta, mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

 

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior Sentencia por el Iltmo. Sr.
Juez que la suscribe, estando celebrando Audiencia Pública, ante mí, el/la Letrado de la
Admón. de Justicia. Doy fe.


